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Madrid, 30.10.2012
DEBATE TOTALIDAD PL DE MEDIDAS FISCALES PARA LA SOSTENIBILIDAD ENERGÉTICA
Creo, Señorías, que nadie puede discutir que la energía es un pilar esencial para el correcto funcionamiento de nuestra economía.

De la energía depende la competitividad de nuestro tejido industrial, la sostenibilidad del medio ambiente, el bienestar de los ciudadanos y, en definitiva, el desarrollo económico y social.

Los retos a los que se enfrenta el sector energético son muchos y muy importantes. Por señalar sólo algunos de ellos, citaré, siendo consciente de muchos otros, la dependencia energética, los elevados precios de la energía, el cambio climático, todos ellos de alcance global, sin olvidarme de la problemática específica del déficit tarifario a la que luego me referiré. 

Dichos retos, a los que hay que enfrentarse, necesitan de propuestas de solución para dar confianza, seguridad y estabilidad, no sólo a los consumidores sino también al global del sector de la energía, que es estratégico en el sistema productivo.

Es necesario reforzar la  política climática y energética, disminuyendo las emisiones de gases de efecto invernadero y confiando cada vez más en fuentes de energía renovables en lugar de combustibles fósiles que resulten altamente emisores de CO2.

Al mismo tiempo se debe trabajar en asegurar un mercado integrado europeo de la energía en beneficio de los consumidores y de las empresas, que integre definitivamente al Estado Español en Europa.

Todo ello necesita, por tanto, de la definición de una Política Energética que defina un MODELO ENERGÉTICO claro para afrontar todos estos retos en el medio y largo plazo, de forma que los diferentes actores puedan visionar el camino por donde avanzar y tomar sus pertinentes decisiones estratégicas, en un marco de absoluta SEGURIDAD JURIDICA y ESTABILIDAD REGULATORIA, de la cuál actualmente carece la regulación energética española.

Lo cual, como deben ser conscientes, ha conllevado, entre otras cuestiones, una clara huida de inversiones e inversores del sector energético en un momento tan importante para la economía del Estado, que a su vez influye en la perspectiva de otros inversores en sectores distintos al energético.

Si a ello le unimos el desequilibrio existente entre ingresos y costes en el sector eléctrico; es decir, el famoso déficit tarifario, y que comenzó hace una década, sin que se abordara con seriedad su solución, nos encontramos con un escollo importante para un buen desarrollo de la política energética del futuro. 

Sin solventar el mismo no hay política estable posible.

Como bien conocen, el sector eléctrico ha registrado un fuerte crecimiento de sus costes en la última década al asumir costes no relacionados directamente con el suministro eléctrico (financiación de los apoyos a las energías renovables, subvenciones al carbón, subvenciones a los sistemas eléctricos extrapeninsulares, anualidades del déficit tarifario, financiación de los planes de eficiencia energética…) y al asumir, en exclusiva, el esfuerzo del desarrollo renovable.

Los sucesivos Gobierno no han trasladado a las tarifas de acceso gran parte de este incremento de costes, para no asumir los costes políticos derivados de ello, generándose un déficit de tarifa con carácter estructural de unos 5.000 Millones de € anuales y 28.000 Millones de € acumulados.

Como resultado de lo anterior, a pesar de contar con un mercado energético teóricamente competitivo, el precio final que asumen nuestros consumidores y empresas se sitúa entre los más elevados de Europa, lo que tiene un impacto muy negativo sobre nuestra competitividad y, por tanto, sobre el crecimiento económico y el empleo.

El Proyecto de Ley de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, de 28 de septiembre de 2012, tiene como motivos y, por lo tanto, como objetivos, según reza literalmente su enunciado, los siguientes:

 - Armonizar nuestro sistema fiscal con un uso más eficiente y respetuoso con el medio ambiente y la sostenibilidad. La sostenibilidad ambiental requiere de un marco normativo y regulatorio que garantice a todos los agentes el adecuado funcionamiento del modelo energético que además contribuya a preservar nuestro rico patrimonio ambiental.

- Uno de los ejes de esta reforma tributaria será la internalización de los costes medioambientales derivados de la producción de la energía eléctrica, estímulo para mejorar la eficiencia energética, contribuye a la integración de políticas medio ambientales.

Pues bien,  ninguno de estos objetivos está en el fondo de esta Ley, que no pretende sino la imposición de puras y duras medidas fiscales mediante nuevos impuestos con el objetivo de intentar tapar el déficit de tarifa que se genera cada año, que entendemos claramente que hay que darle solución urgente, pero siempre desde la coherencia.

El Gobierno ha optado por “sacarse de la manga” una nueva batería de impuestos, discriminatorios, sin ninguna justificación  ambiental ni económica, que acabarán siendo pagados por los consumidores y los generadores más eficientes y además no sólo no ha sido consensuada  con los sectores afectados ni con los consumidores, ni siquiera comentada con los mismos, por no hablar de la nula interlocución con EAJ-PNV, que siempre ha tendido la mano para un diálogo eficaz que permitiera dar solución a los problemas que se plantean en el sector energético.

Para hacer frente a esta situación, el Gobierno, a nuestro entender, en estos 10 meses debería haber: planteado, en primer lugar, una verdadera reforma del sector energético;  es decir, qué modelo energético ambientalmente sostenible queremos y qué costes estamos dispuestos o podemos asumir para su desarrollo, de forma que garantice la certidumbre regulatoria a largo plazo (SEGURIDAD JURIDICA Y ESTABILIDAD REGULATORIA), la sostenibilidad económica del sector, de seguridad de suministro, y descarbonice la generación eléctrica.

 Y una vez planteado el modelo energético que se quiere para el futuro, y en coherencia con el mismo, plantear la solución en paralelo al importantísimo problema del déficit tarifario.

La reforma que vemos está muy alejada de dar señales medioambientales coherentes, y tiene  un evidente objetivo recaudatorio, con elevadas dosis de improvisación y sin los rigurosos estudios que deberían soportar, no sólo las parametrizaciones de los impuestos concretos, sino tampoco la cuantificación de los efectos colaterales negativos que la nueva norma generará.  

Por señalar algunos ejemplos, decir que en el Estado español hay centenares de empresas industriales y manufactureras donde los procesos productivos requieren energía eléctrica y térmica, vapor o calor, (industria química, automovilística, ganadera papeleras, alimentarías, farmacéuticas, petroquímicas, etc.) que han invertido en cogeneración para tratar de reducir uno de sus costes más importantes, la energía, y tratar de ser competitivos.  

Esta industria es la generadora del 40% del PIB industrial y del 62% de los puestos de trabajo de la industria.  Las medidas fiscales propuestas de cargarlas con un 6% de impuesto sobre las ventas de energía y del céntimo verde al gas golpean su cuenta de resultados con el efecto devastador que ello puede tener.

Hay también casi un millar de mini-centrales hidroeléctricas poseídas por varios centenares de empresas que califican como PYMES y que crean mucho empleo repartido por la geografía del Estado, que se van a ver gravemente perjudicadas por las medidas fiscales propuestas de cargarlas con un 8,2% de impuesto y cánones sobre las ventas de energía que el Proyecto de Ley desea implementar, y a otras fuentes renovables como termo-solares o tratamiento de residuos.

Muchas de estas empresas están en Euskadi y es nuestra obligación defenderlas.

Por todo ello, creemos que es un error tratar de establecer las medidas para la solución del déficit tarifario sin haber definido el modelo energético de futuro que queremos y necesitamos, pues hacerlo al revés dará como resultado medidas que podrían ser contrarias al futuro modelo energético.

Los pilares básicos que el Grupo Vasco preconiza como modelo energético para el futuro deben contemplar, como no podía ser de otra manera, el cumplimiento con el famoso Plan "20-20-20”: una   reducción del 20% de las emisiones de gases de efecto invernadero,  un aumento del 20% de la cuota de energías renovables en el consumo total de energía, y una reducción del 20% del consumo de energía mediante la eficiencia energética para el año 2020. 

Y lo ha empujado pertinazmente en los trabajos desarrollados tanto dentro como fuera del Parlamento, de forma que en la citada Política Energética del próximo futuro se reflejen los objetivos básicos de Competitividad, Sostenibilidad y Seguridad de Suministro de forma que se materialice bajo los siguientes aspectos:

1.- El de la competitividad:

Un mercado en competencia reducirá los costes para los ciudadanos y empresas, estimulará la eficiencia energética y la inversión, lo cual redundara en la mejora del sistema productivo y en las propias economías familiares.

2.- El de la sostenibilidad: 

La promoción de políticas ambientalmente sostenibles para combatir el cambio climático.

3.- El de la seguridad de suministro: 

Las medidas para un funcionamiento eficaz y competitivo del mercado interior de la energía pueden ofrecer importantes ventajas en términos de seguridad de la oferta y los altos estándares de servicio público, como la  capacidad de interconexión, o el propio desarrollo de la producción de electricidad mediante energía renovable, o la capacidad de respaldo de la producción con gas y sus adecuados incentivos.

En definitiva, la propuesta que nos traen, a nuestro modo de entender, es un “parche” que no soluciona ni el problema del déficit ni lanza señales medioambientales, al no abordarse con rigor ambos elementos.

Por todo ello, proponemos una enmienda a la totalidad constructiva. La retirada del Proyecto de Ley permitirá que, en un marco de mayor diálogo que el existente, y en el que nos ofrecemos a una colaboración leal y constructiva, se puedan plantear modelos energéticos sostenibles de verdad y que no tengan efectos colaterales en los múltiples elementos que acompañan el suministro eléctrico.

Pues ni cumple con los objetivos que enuncia ni aborda las medidas que han de ser implementadas para la corrección de las ineficiencias del sistema ni compartimos en modo alguno que la solución al sistema eléctrico pueda pasar por el incremento de impuestos a las industrias ni cánones a las hidráulicas. 

Por el contrario, entendemos que perjudica la competitividad de las empresas y la industria, y por tanto del empleo, en un momento tan sensible como el que estamos viviendo.

Es por ello, y esperado, que el Gobierno tenga la voluntad de acordar y pactar en base a las enmiendas que hemos presentado al Proyecto. Votaremos la enmienda a la totalidad por la que se solicita la devolución del mismo al Gobierno para que sea modificado en el sentido propuesto.

Eskerrik asko.
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